	Fecha
	25 de octubre de 1971
	Sesión número
	64

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ABELARDO HIDALGO BORBÓN

	Recurrido: MINISTERIO DE SALUBRIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que se violó el recinto privado de su local destinado a taller de zapatería, por acción de personeros del Ministerio de Salubridad Pública, que sellaron las puertas de su local, en virtud de declaración del edificio como inhabitable. Que el recurrido denegó la reclamación y dio por agotada la vía administrativa. Alega violación del artículo 23 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que por su estado ruinoso e insalubre, se declaró inhabitable la propiedad. Que el dueño de la propiedad manifestó su aprobación a las medidas tomadas por el Ministerio, en vista de que esos locales no son susceptibles de ninguna refacción. Que mediante en respuesta a la solicitud presentada por recurrente, se le dieron a éste las razones para mantener la orden impartida, no sin antes haberse hecho consulta a la Procuraduría General de la República; y que en esa respuesta se denegó la petición del interesado, dándose así por agotada la vía administrativa.-

	Parte dispositiva
	Se declara con lugar. Las autoridades sanitarias no pueden ordenar el desalojo de un local aunque haya sido declarado inhabitable o insalubre, porque lo contrario significaría dar vigencia a reglas que se encuentran en suspenso en virtud de lo dispuesto por el Transitorio agregado al final del Título VII, Capítulo I, del Código Sanitario, que dispone que “Las disposiciones relativas al desalojamiento previsto en el artículo 282, no estarán en vigencia mientras subsista lo relativo a Inquilinato en la Ley N°6 de 21 de setiembre de 1939, sus reformas y adiciones” y en el artículo 16 de la ley de Inquilinato. Los Magistrados Jugo, Trejos, Porter y Benavides, declaran sin lugar el amparo.


N° 64
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veinticinco de octubre de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Coto, Jacobo, Retana, Bejarano, Blanco, Vallejo, Cervantes, Odio, Valverde, Trejos, Porter, Jugo y Benavides.
Artículo IV
El señor Abelardo Hidalgo Borbón, mayor, soltero, artesano, vecino de San José, interpone recurso de amparo contra una disposición del Ministerio de Salubridad Pública, y al efecto expone lo siguiente en su memorial de fecha cinco de los corrientes: Que formula el recurso por cuanto se le violó el recinto privado de su local destinado a taller de zapatería, pues mediante acción de personeros del Ministerio de Salubridad Pública, se procedió a sellar las puertas de ese local; que ante el propio señor Ministro reclamó contra dicho acto, por estar desprovisto de legalidad; que el señor Ministro denegó la reclamación y dio por agotada la vía administrativa; que en esas condiciones considera infringido el artículo 23 de la Constitución Política, y pide que se restablezca su derecho violado y se le ponga en el goce del local; que la propiedad pertenece al señor Danilo Colombari, quien había dado en arrendamiento el edificio a la señora Socorro Alfaro Araya, y ésta a su vez la subarrendaba al exponente el local del taller de zapatería; que, según parece, autoridades de Salubridad Pública declararon – inhabitable el edificio, y luego, ya vencido el término que le concedieron para desalojar, dichas autoridades procedieron a sellar el referido local.-   

El señor Ministro de Salubridad Pública contestó el informe de ley en la forma siguiente:  Que desde el año 1969, mediante “Orden de Higiene” número 1432, se declaró inhabitable la propiedad del señor Colombari, por su estado ruinoso e insalubre, según se desprende de la nota N° 769-60, firmada por el Ingeniero Lugari, Director de Ingeniería Sanitaria, cuya copia acompaña;  que lo anterior fue notificado a la arrendataria y encargada del negocio, señora Socorro Alfaro; que la orden fue cumplida por todos los inquilinos del Edificio, excepto por el señor Abelardo Hidalgo, y por un señor Calderón que tiene una fábrica de confeti; que en otras oportunidades, concretamente en este año, se le volvió a hacer prevención de desalojo al señor Hidalgo, debido a que el local de su zapatería se había convertido en un atentado contra la seguridad y la salud de los que allí permanecen; que el dueño de la propiedad, señor Colombari, consciente de la situación peligrosa del edificio, manifestó su aprobación a las medidas tomadas por el Ministerio, en vista de que esos locales no son susceptibles de ninguna refacción; que mediante nota N° 4970 DM de 29 de setiembre del año en curso, y en respuesta a la solicitud presentada por el señor Hidalgo, se le dieron a éste las razones para mantener la orden impartida, no sin antes haberse hecho consulta a la Procuraduría General de la República; y que en esa respuesta se denegó la petición del interesado, dándose así por agotada la vía administrativa.-
Discutido ampliamente el asunto, se acordó por mayoría, con el voto de los Magistrados Baudrit, Quirós, Coto, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio y Valverde declarar con lugar el recurso, de conformidad con las siguientes razones: 

El Código Sanitario anterior, emitido por Ley N° 33 de 18 de diciembre de 1943, establecía un procedimiento de carácter administrativo para obtener el desalojo de los edificios que hubieran sido declarados inhabitables o insalubres; pero el artículo 16 de la Ley de Subsistencias e Inquilinato dispuso, conforme a su texto reformado por  Ley N° 680 de 3 de setiembre de 1946, que “las disposiciones relativas al desalojamiento previsto en los artículos 363 y 364 del Código Sanitario no estarán en vigencia mientras subsista en lo relativo a inquilinato la ley que se ha dicho”.  Esas reglas del Código anterior fueron mantenidas en el Código Sanitario vigente, con los números 281 y 282, de manera que el artículo 16 de la Ley de Inquilinato siempre sigue surtiendo iguales efectos en lo que toca a esas reglas del Código actual, pues se trata exactamente de la misma situación prevista en el Código derogado y en el vigente.-  Además, este último Código prescribe, en el artículo Transitorio agregado al final del Título VII, Capítulo I, que “.- Las disposiciones relativas al desalojamiento previsto en el artículo 282, no estarán en vigencia mientras subsista lo relativo a Inquilinato en la Ley N°6 de 21 de setiembre de 1939, sus reformas y adiciones”.-  De suerte que las autoridades sanitarias no pueden ordenar el desalojo de un local aunque haya sido declarado inhabitable o insalubre, porque lo contrario significaría dar vigencia a reglas que se encuentran en suspenso en virtud de lo dispuesto por el Transitorio dicho y en el artículo 16 de la ley de Inquilinato.-   Es verdad que en la “acción sanitaria” dictada contra el señor Hidalgo Borbón no se invoca el artículos 282 del Código Sanitario, pues la regla que allí se cita es la del artículo 244 del mismo Código, con base en la cual se le ordenó al recurrente que “debe proceder a retirar del negocio todo lo necesario, por motivo de cerrar el negocio, esto por ruinoso e insalubre” (Sic).-  Pero el artículo 244 no puede servir de fundamento a la “acción sanitaria”, pues se refiere a otras situaciones, propiamente a los locales que se destinen a la fabricación, depósito o expendio de productos alimenticios, en tanto que en caso en examen se trata de un simple taller de zapatería.  De modo que, al proceder al cierre de ese local, las autoridades sanitarias aplicaron en forma indebida el artículo 244 del Código Sanitario,  prácticamente tuvieron por vigentes las reglas sobre desalojo del artículo 282, con lo cual a su vez quebrantaron el artículo 23 de la Constitución Política, pues la orden de cierre implica la intervención ilegítima en un recinto privado, que viola la garantía establecida en ese texto constitucional, todo ello aparte de que esa medida equivale a un desalojamiento que no puede obtenerse en la vía administrativa ni por medio de una acción judicial de desahucio mientras se encuentren en suspenso las citadas reglas del Código Sanitario.-  Y no cabe alegar, para conseguir esos fines, que el edificio es “ruinoso”, pues un problema de esa índole tendría que discutirse en otra vía, a efecto de resolver allí, con intervención de las partes interesadas, si realmente se trata de una obra ruinosa.-
De acuerdo con las anteriores razones y al tenor del artículo 15 de la Ley de Amparo, se dispuso: Restituir al señor Abelardo Hidalgo Borbón en el pleno goce del derecho violado, o sea en el disfrute del local destinado a taller de zapatería y, en consecuencia, restablecer las cosas al estado en que se hallaban antes de que ese taller fura cerrado por las autoridades sanitarias.

Los Magistrados Jugo, Trejos, Porter y Benavides, declararon sin lugar el amparo, con base en las siguientes consideraciones:

“El quejoso, junto con otras personas, ocupaban el local a que este recurso se refiere.  Por el estado ruinoso e insalubre del mencionado edifico desde el año 1969 se declaró inhabitable y se ordenó a su propietario demolerlo una vez desocupado, no permitiéndole repararlo ni alquilarlo a nuevos inquilinos.  La mayoría de los arrendatarios acataron esa disposición, desalojándolo con excepción del actor y de un señor Calderón.  Repetidamente se ha instado a dichos señores a desocuparlo, ya que el continuar habitándolo constituye un peligro para la salud y seguridad de sus moradores y vecinos.-  Como a pesar de esas instancias y de haber transcurrido dos años desde la orden primitiva de demolición del local, el querellante no quiso acatarla, se ordenó el desalojamiento mediante acción de personeros del Ministerio de Salubridad Pública.-  Como lo tiene establecido esta Corte, el recurso de amparo procede contra todo acto arbitrario que viole o amenace violar alguno de los derechos consagrados en la Constitución Política, característica que no tiene la actuación de los personeros del Ministerio de Salubridad Pública, pues actuaron en cumplimiento de disposiciones dictadas por las autoridades sanitarias.”
